POSICIONAMIENTO DEL INSTITUTO DE LAS MUJERES DEL DISTRITO FEDERAL RESPECTO DE LA DESPENALIZACIÓN DE CAUSALES PARA LA INTERRUPCIÓN DEL EMBARAZO

Para el gobierno democrático e incluyente de izquierda de la Ciudad de México, reconocer la brecha de desigualdad existente entre mujeres y hombres es una prioridad que obliga a la construcción de una Ciudad con Equidad, desde la cual se dé respuesta a sus necesidades a partir del respeto al ejercicio pleno de sus derechos. 

El Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, en congruencia con el principio de exigibilidad de los derechos, se pronuncia por la libertad de las mujeres a decidir sobre su cuerpo, en un marco de seguridad, justicia social, igualdad de oportunidades y no discriminación.

Nos pronunciamos porque el Estado y la sociedad no rehúyan la responsabilidad que implica crear leyes para garantizar la salud de las mujeres. No es un asunto de evitar legislar sobre los temas que generan polémica, pues difícilmente se lograrán consensos en la sociedad, menos aún respecto de temas que se consideran ideológica y políticamente controvertidos. Se trata de asumir el reto de avanzar en la construcción de un marco jurídico que garantice y defienda los derechos humanos de todas y todos los mexicanos, reconociendo la diversidad y la pluralidad que distinguen a nuestra sociedad. 

Los derechos de las mujeres no deben estar nunca sujetos a consulta, pues son inherentes a nuestra condición de seres humanos. De la misma forma, legislar a favor de las mujeres no es una concesión gratuita, sino una obligación del Estado, el cual debe garantizar la universalidad de los derechos.

El gobierno de México no puede deslindarse del cumplimiento de compromisos suscritos en materia de salud integral para las mujeres, así como de los relacionados con la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, y con la prevención, sanción y erradicación de la violencia. 

La Constitución de nuestro país consagra en su artículo cuarto, como una garantía individual de las mujeres y los hombres, el derecho de toda persona a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.

Es obligación de un Estado laico, como el mexicano, garantizar las condiciones de seguridad y atención médica para que las mujeres puedan decidir libremente sobre su cuerpo. Un Estado tolerante e incluyente debe garantizar de igual forma, el respeto hacia las mujeres que por sus creencias religiosas y morales decidan no abortar. 

Las estadísticas arrojan cifras alarmantes respecto del número de muertes de mujeres ocasionadas por abortos clandestinos, lo que demanda al gobierno adoptar medidas urgentes que reduzcan esta problemática de salud pública, y las cuales no se limiten a la educación en la familia. 

La ampliación de causales para no penalizar la interrupción del embarazo antes de la semana trece de gestación forma parte de un debate que se ha sostenido en nuestro país a lo largo de la última década, lapso durante el cual se han esgrimido con total libertad los argumentos a favor y en contra. 

En estos días se votarán en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal modificaciones a la ley para ampliar las causales que permitan a las mujeres de la Ciudad de México el ejercicio de su derecho al consentimiento informado. 

El Instituto de las Mujeres del Distrito Federal respetará la decisión que las y los legisladores locales tomen al respecto, la cual, estamos seguras, no será una decisión a favor o en contra del aborto, sino del derecho de la mujer a elegir y a tener acceso a servicios de salud integral, así como a una vida digna. Nadie desea que las mujeres se vean orilladas a tomar la decisión de interrumpir su embarazo, pero es obligación del Estado impedir que sigan muriendo por practicarse abortos clandestinos en condiciones insalubres e inseguras. 

¡Ni un paso atrás en nuestros derechos sexuales y reproductivos!

� Extraído de http://www.inmujer.df.gob.mx/aborto/documentos/posicionamiento.html el domingo 06 de abril de 2008. 





